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Datos generales del Conversatorio 
 
Lugar: Salón de Plenos del H. Congreso del Estado de Oaxaca 
 
Fecha: 16 de diciembre de 2019 
 
Hora de inicio: 10:53 horas 
 
Hora de conclusión:  15:13 horas 
 
Objetivo general: 
Identificar medidas y espacios de intervención institucional de las universidades públicas 
y privadas del estado de Oaxaca para su erradicación, tanto al interior de las 
universidades como hacia el resto de la sociedad.   
 
Objetivos específicos: 
1. Reflexionar colectivamente sobre el fenómeno de la violencia de género hacia las 
mujeres. 
2. Identificar las posibilidades de intervención desde las universidades e instituciones de 
educación media superior y superior para la erradicación de la violencia de género al 
interior de las escuelas.  
3. Identificar las posibilidades de intervención de las universidades e instituciones de 
educación media superior y superior para la erradicación de la violencia de género en la 
sociedad oaxaqueña.  
4. Intercambiar experiencias exitosas de intervención desde las universidades para el 
abordaje de la violencia de género contra las mujeres.  
5. Identificar posibles espacios de acción legislativa para favorecer los procesos 
universitarios dirigidos a erradicar la violencia de género contra las mujeres.  
6. Establecer acuerdos mínimos para la acción de las instituciones educativas con el fin 
de participar en la transformación de las condiciones que permiten la violencia de género 
contra las mujeres. 

 
Diputadas y diputados asistentes: 

 
Dip. Griselda Sosa Vásquez 
Dip. Maritza Scarlett Vásquez Guerra 
Dip. Juana Aguilar Espinoza 
Dip. Inés Leal Peláez 

Dip. Elisa Zepeda Lagunas 
Dip. Hilda Graciela Pérez Luis 
Dip. Magaly López Domínguez 
Dip. Pavel Meléndez Cruz 
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Dip. Delfina Elizabeth Guzmán Díaz 
Dip. Rocío Machuca Rojas 
Dip. Arcelia López Hernández 
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Número de Participantes: 56 mujeres y 33 hombres 

 
Autoridades Universitarias e integrantes de Organizaciones de la Sociedad Civil: 
 

 Institución Asistente Cargo 

1.  Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca 
(UABJO) 

Salvador Sánchez 
Ramírez 

Coordinador de la 
Facultad de Derecho 

2.  Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca 
(UABJO) 

Bruno Herrera 
Carreño 

Coordinador de 
Asuntos Estudiantiles 
de la Facultad de 
Derecho 

3.  Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca 
(UABJO) 

Hugo Salgado 
Delgado 

Coordinador 

4.  Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca 
(UABJO) 

Yamille Gómez 
Hernández 

Directora de Igualdad y 
Equidad de Género 

5.  Universidad Autónoma 
Benito Juárez de Oaxaca 
(UABJO) 

Alejandra Gerónimo Integrante de la 
Defensoría de los 
Derechos 
Universitarios 

6.  Instituto de Estudios 
Superiores de Oaxaca A.C.  
(IESO) 

Patricia Jiménez 
Alvarado 

Coordinadora de 
equidad de género 

7.  Universidad La Salle Oaxaca Gabriela Soledad 
Joaquín Avendaño 

Coordinadora de 
Orientación y 
Desarrollo Educativo 

8.  Instituto Tecnológico de 
Oaxaca (ITO) 

Alma Soledad Mota 
Arenas 

coordinadora de Becas 

9.  Universidad de la Sierra 
Juárez 

Esmeralda Bolaños 
Escobedo 

coordinadora del 
Programa Institucional 
de Género 

10.  Universidad Regional del 
Sureste (URSE) 

Olivia Carolina Pérez 
Ojeda 

Directora de la Facultad 
de Derecho 

11.  Universidad José 
Vasconcelos de Oaxaca 
(UNIVAS) 

Kélmic Hernández 
Arreortúa 

vicerrectora Académica 

12.  Universidad Tecnológica de 
los Valles Centrales de 
Oaxaca (UTVCO) 

Rosa Bertha Simón 
Sánchez 

consultora de Igualdad 
de Género 

13.  Nova Universitas Elizabeth Ojeda Docente 
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14.  Escuela Normal de 
Educación Preescolar de 
Oaxaca (ENEPO) 

Olivia Esther Velasco 
Hernández 

Docente 

15.  Centro de Bachillerato 
Tecnológico Industrial y de 
Servicios (CBTIS) 123 de 
Santa Lucía del Camin0 

Javier Luis Morales Director 

16.  Comité de América Latina y 
el Caribe Para la Defensa de 
los Derechos Humanos de las 
Mujeres (CLADEM) 

Nelly Martínez 
Echartea 

Coordinadora  

17.  Consorcio para el Diálogo 
Parlamentario Oaxaca  

Yésica Sánchez Maya Dirección 

18.  Consorcio para el Diálogo 
Parlamentario Oaxaca  

Pilar Muriedas Juárez Dirección 

19.  Red Chimalli Oaxaca Marycarmen Ortega 
Bravo 

Integrante 

20.  Colegio de Profesionistas de 
Oaxaca 

Miguel Vargas Gómez Secretario ejecutivo 

21.  Nosotrxs  Diana Laura Silva 
Caballero 

Presidenta estatal 

 
 

Mensaje del presidente de la Junta de Coordinación Política (JUCOPO) 
del H. Congreso del Estado de Oaxaca, Dip. Horacio Sosa Villavicencio 
 
Agradezco a todas y a todos, su presencia en este importante Conversatorio. 

Agradezco a las autoridades municipales, a las autoridades educativas, a los medios de 

comunicación. 

Quiero destacar la importancia de este espacio de discusión frente al aumento 

desmedido de la violencia de género contra las Mujeres en el estado. 

Durante el 2019, en cifras hasta el 30 de septiembre, hay 105 feminicidios en el estado y 

a la fecha, 370 mujeres asesinadas y 674 desaparecidas, de acuerdo con los análisis 

estadísticos de la sociedad civil. 

Estas son las cifras más visibles que sí implican la existencia de muchas otras formas de 

violencia de género contra las Mujeres, de las que forma parte también la impunidad. 

Este encuentro obedece a la preocupación del Congreso del Estado en su pluralidad por 

la posibilidad de coadyuvar a establecer una política en las Universidades que aborde la 
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incorporación de la perspectiva de género que permitan luchar para la erradicación de la 

violencia de género contra las Mujeres. 

Es claro que se trata de una tarea compleja, dada la diversidad de factores que 

intervienen en un espacio con tantas variables y tantas aristas como la Educación 

Superior en el estado, cada Universidad, cada institución, cada escuela, tiene su propia 

cultura y sus características específicas, lo que convierte en un reto la posibilidad de 

transversalizar esta mirada en la búsqueda de espacios seguros y de justicia para que las 

Mujeres estén en posibilidades de ejercer todos sus Derechos. 

El Congreso del Estado refrenda la apuesta en el sentido de que las jóvenes y los jóvenes 

se hagan prioritarios, y estén al centro de esta lucha, para promover la tolerancia cero a 

la violencia contra las Mujeres. 

Por eso la apuesta de las Universidades, de las Instituciones de Educación Superior, 

porque es claro que el impacto en los espacios educativos hacia la sociedad y a la 

incidencia específica en la transformación de las conciencias. 

En este espacio buscamos no solo observar la posibilidad para la atención de este 

problema, sino también, visualizar mecanismos para la prevención, incentivando a las 

autoridades educativas para que asuman como agenda prioritaria, la lucha contra la 

violencia de género, no solo hacia el interior, sino también como punta de lanza hacia el 

resto de la sociedad. 

Finalmente quiero hacer un llamado a pensar en la posibilidad de establecer acuerdos 

mínimos para la acción de las instituciones educativas con el fin de participar en la 

transformación de las condiciones que permiten la violencia de género contra las 

Mujeres. 

Muchas gracias, buenos días, que tengan una jornada muy exitosa. 

 
 
 

Mensaje de la Dip. Arcelia López Hernández, vicecoordinadora del 
Grupo Parlamentario de Morena en el H. Congreso del Estado de 
Oaxaca 

 
Es un honor realizar el acto de apertura de este Conversatorio: Universidades por la 

erradicación de la violencia de género, un tema tan importante, fundamental en Oaxaca. 
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Es indispensable seguir trabajando la política de formación, la reeducación de cada una 

y uno de nosotros, para poder reivindicar nuestros principios y valores, y, sobre todo, 

ratificamos nuestra postura: Cero tolerancia a la violencia de género. 

Como vicecoordinadora del Grupo Parlamentario de Morena, me voy a permitir 

inaugurar formalmente este Conversatorio el día lunes 16 de diciembre de 2019 cuando 

son las 10:53, deseándoles éxito para que podamos aterrizar y cumplir en la práctica 

estos buenos conocimientos y experiencias que las ponentes nos estarán compartiendo. 

Muchas gracias. 

 

PONENCIAS EN EL PLENO 
 
Datos Generales 

 

Nombre de las ponentes: Dra. Nelly Rosa Caro Luján, investigadora del Seminario 

Académico Población, Cultura y Sociedad, en El Colegio Mexiquense; Lcda. Lizbeth Lugo 

Hernández, titular de la Fiscalía Especializada en violencia contra la Mujer y por razones 

de Género del Estado de Quintana Roo; Dra. Nélyda Solana Villanueva investigadora de 

la Transversalidad de espacio y Género en el Colegio de Postgraduados; y Dra. Úrsula 

Zurita Rivera, investigadora de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, sede 

académica México. 

  

Nombre de la moderadora: Mtra. Dulce Hemilse Hernández Matías. 

 

 

DRA. NELLY ROSA CARO LUJÁN, investigadora del Seminario Académico 

Población, Cultura y Sociedad, en El Colegio Mexiquense.  

 

Síntesis curricular: Licenciada en Sociología, Maestra en Gestión y Políticas Públicas, y 

Doctora en Ciencias Sociales con especialidad en Sociología por El Colegio de México. 

Es profesora investigadora en El Colegio Mexiquense. 

Integrante del Sistema Nacional de Investigadores Nivel I. 

Ha sido integrante del Consejo Académico y del Comité Editorial de El Colegio 

Mexiquense. 
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Líneas de investigación: Género, salud reproductiva y políticas públicas; Laicidad, 

Religión y Política; Convivencia en la escuela y bullying; Ciudadanía y participación. 

Publicaciones recientes: Caro, Nelly y Betsabé Morán (2019), “Relaciones de pareja, 

embarazo y maternidad en mujeres adolescentes de Campeche, Ciudad de México y 

Zacatecas”, en Guadalupe Fabiola Pérez y Ángeles Sánchez (coord.), Los claroscuros del 

embarazo, la maternidad y la paternidad en la adolescencia, un enfoque cualitativo, 

Universidad Nacional Autónoma de México; Coordinadora en conjunto con Arlette 

Covarrubias Feregrino de Así nos llevamos. La convivencia escolar en el Estado de 

México, Zicantepec, El Colegio Mexiquense A.C. 2018; Caro Nelly y Jesús Rodríguez 

(coordinadores) (2018), Ciudadanía y Participación. Una mirada desde lo Local: 

Chihuahua, Estado de México, Hidalgo, Oaxaca y Sinaloa; El Colegio Mexiquense A.C., 

Covarrubias, A. y Caro, N., “Determinantes de la violencia entre pares en escuelas 

secundarias del Estado de México: calidad de relaciones con maestros y familiares” en 

Revista Iberoamericana para la Investigación y el Desarrollo Educativo, núm. 13, Julio-

diciembre 2016, entre otros. 

Conferencista y expositora en diversos congresos internacionales. 

 

Ponencia: 

La ponente señaló que el problema planteado para desarrollar el Conversatorio es un 

reto para toda la sociedad porque la violencia de género contra las Mujeres es un 

problema estructural, multidimensional que requiere la participación Interdisciplinaria e 

Intercultural; que requiere el concurso de los distintos actores públicos y privados. 

Destacó que el Congreso de Oaxaca está cumpliendo con la realidad histórica 

reconociendo y garantizando los derechos de las Mujeres porque la realidad es dolorosa, 

tenemos noticia de los feminicidios, de los atentados contra las mujeres como el uso de 

ácido, y desde la academia en las realidades de otros estados de la República hemos 

venido a contribuir con un granito de arena al estudio y reflexión al respecto. 

Subrayó que es un trabajo titánico que nos compete a todas y todos como sociedad. 

En su exposición explicó: ¿De qué hablamos cuando hablamos de violencia de género? 

No solo de la violencia contra las mujeres, estamos hablando de violencia hacia lo que es 

femenino, hacia la desvalorización de lo que es femenino, que también se expresa en 

identidades sexuales distintas; es una manifestación de relaciones de poder desiguales. 

Abundó que los movimientos feministas que se han movilizado desde el siglo pasado han 

podido develar la desigualdad, para darle un nombre a lo que no existía, visibilizar la 
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violencia de género contra las mujeres, histórico, sistémico, por eso nos compete para 

erradicar esta violencia. 

Describió que la violencia de género contra las Mujeres es una agresión que empieza con 

un piropo y puede terminar con un feminicidio y que afecta todo el ciclo de vida de las 

Mujeres: su salud, desarrollo y autonomía. 

Y que la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de violencia, describe 

cinco tipos de violencia: 

1. Violencia psicológica (micromachismos, amor romántico) 

2. Violencia física 

3. Violencia patrimonial 

4. Violencia económica 

5. Violencia sexual 

 

Consideró indispensable y urgente establecer la reeducación con enfoque de género 

para mujeres y hombres, pues la violencia tiene diversas modalidades y ocurre en 

diferentes ámbitos, como el familiar, el laboral y el estudiantil, en este último sobre todo 

como violencia docente. 

Recordó que, aunque hay Convenciones Internacionales como CEDAW y Belém do Pará, 

así como marcos jurídicos nacionales como la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de violencia y la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres son 

urgentes y necesarios los Protocolos de Atención de casos de violencia de Género. 

En ese sentido, destacó que la Universidades son espacios donde se reproduce la 

violencia estructural y propuso que en ellas se creen Unidades de atención y prevención 

de la violencia de género para asegurar el acompañamiento a la víctima con 

herramientas que establezcan pasos y criterios que deben seguirse para atender casos 

de violencia de género y, sobre todo, con personal profesionalizado y sensibilizado. 
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LCDA. LIZBETH LUGO HERNÁNDEZ, titular de la Fiscalía Especializada en 
violencia contra la Mujer y por razones de género del Estado de Quintana 
Roo. 

Síntesis curricular: Egresada de la Carrera de Derecho en la Facultad de Estudios 

Superiores Acatlán, de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). 

Fue coordinadora del área jurídica del Centro de Derechos Humanos Zeferino Ladrillero 

entre los años 2012 y 2014, proyecto emprendido con diversos defensores de Derechos 

Humanos en la zona Metropolitana, enfocándose a la promoción, defensa y litigio 

estratégico de Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales. 

Hasta julio del 2019 fue presidenta de la Asociación Civil, Siempre Unidas Muchuuk 

Balo’on, litigando en casos de delitos de género y violencia contra las mujeres, así como 

gestión y propuestas para política pública para la erradicación de la violencia de género 

en Quintana Roo. 

 

Ponencia: 

La ponente introdujo temáticamente a la audiencia estableciendo que existen espacios 

privados y de confianza donde las personas desarrollamos nuestras actividades diarias. 

Así, las instituciones educativas son espacios de confianza donde las personas conviven 

desde la niñez hasta la adultez. 

Sostuvo que en su experiencia a escuchado y validado historias de vida de víctimas que 

han sido violentadas en estos espacios de confianza. Por lo que defiende que la 

educación y la procuración de justicia son fundamentales para erradicar la violencia de 

género contra las Mujeres y ante la violencia tradicional y patriarcal, sistémica y 

sistematizada, hay que asumir un compromiso desde estos espacios de confianza para 

erradicarla realmente. 

En la adolescencia y adultez, las mujeres son violentadas en estos espacios de confianza, 

pero se han sabido y considerado como un hecho aislado, como si no les correspondiera 

a las instituciones educativas. Sean profesores o alumnos los agresores es importante 

contar con protocolos, todas las personas y todas las instituciones están obligadas a 

acatar las leyes internacionales y nacionales para erradicar la violencia. 

Dijo que en las instituciones educativas de todos los niveles se detecta las condiciones 

de violencia en la que el estudiantado vive, y son más evidentes en los niveles de 

educación media superior y superior: violencia intrafamiliar, violencia en el noviazgo, ya 

sea física o psicológica.  



H. Congreso del Estado Libre y  

    Soberano de Oaxaca 

LXIV Legislatura 

 

7 

 

Problemas estructurales sobre los que las instituciones educativas deben tomar cartas 

en el asunto. 

Propone establecer Protocolos para la prevención y atención de la violencia, 

particularmente de género contra las Mujeres, con una debida red de apoyo, pues el 

daño es colectivo, y cuando este tipo de violencia se genera también la familia vive 

preocupada.  

Los centros de estudios son espacios de confianza, pero sin Protocolos pueden 

convertirse en otros espacios de violencia. Por eso es tan importante crear una Red de 

apoyo en las Universidades para que los agresores se abstengan y así se reduce el índice 

feminicida. 

Además de establecer un Protocolo hay que transformar los contenidos educativos y de 

convivencia para erradicar en la vida universitaria los roles machistas y evitar que se 

perpetúen en la formación de las y los nuevos profesionistas de todas carreras y 

facultades. 

Toda la transformación con perspectiva de género y para erradicar la violencia de género 

contra las Mujeres requiere de un Diagnóstico, de un amplio Programa, de un serio 

Sistema de Sanción y de recursos financieros, así como de la verificación periódica de los 

resultados. Talleres y conferencias de manera obligatoria.  

 

DRA. NÉLYDA SOLANA VILLANUEVA, investigadora de la transversalidad 
de espacio y género, Colegio de Postgraduados.  

 

Síntesis curricular: Doctora en Geografía por la Universidad Autónoma de Barcelona, 

España (2015). Su Tesis Doctoral versó sobre las Mujeres jóvenes de la zona del pacífico 

y el Golfo de México. Vivencias, prácticas y espacios cotidianos, dentro del tema de la 

geografía de las juventudes, el género y el espacio rural. 

Es Maestra en Administración y Políticas Públicas por el Centro de Investigación y 

Docencia Económicas (CIDE), y Licenciada en Economía Agrícola por la Universidad 

Autónoma Chapingo. 

 

Actualmente es profesora-investigadora del área Sociedad del Colegio de 

Postgraduados Campus Tabasco.  
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Su línea de investigación es el Análisis del espacio y género, en particular en grupos de la 

infancia, adolescencia y juventud. Está interesada en el análisis interseccional de género 

y su interrelación con el contexto geográfico y espacial. 

Entre sus últimas publicaciones destacan: El capítulo de libro titulado “Educación 

ambiental y género en las instituciones de Educación Superior de México. Limitaciones, 

avances y retos”, en el libro Educación ambiental y cambio climático: repercusiones, 

perspectivas y experiencias locales, editado por la Universidad Autónoma Chapingo en 

2019; el Artículo “El Programa de la Mujer Agraria en Tabasco: Expectativas y 

resultados”, en la revista LiminaR. Estudios Sociales y Humanísticos de la Universidad de 

Ciencias y Artes de Chiapas, en el 2014; y el libro donde es coautora: “El contexto de 

vulnerabilidad de las poblaciones costeras y valores asignados al manglar en Tabasco”, 

editado por la Secretaría Nacional de Protección Ambiental de Tabasco, durante el 2011. 

 

Ponencia:  

 

La ponente comenzó su participación compartiendo investigaciones sobre violencia de 

género contra las mujeres dentro de las Universidades, particularmente sobre Acoso y 

Hostigamiento de género, realizadas en la Universidad Autónoma Chapingo (Zamudio, 

Francisco. 2017), la Universidad Autónoma de Yucatán (Echeverría, Rebelín. 2018) y en la 

Universidad de Guadalajara (Cortázar, Francisco. 2019) para argumentar la existencia de 

esta problemática en las Instituciones de Educación Superior (IES). 

Enseguida detalló la experiencia en materia de institucionalización de la perspectiva de 

género y buenas prácticas en Protocolo de prevención y atención de la violencia de 

género contra las Mujeres, del Colegio de Posgraduados en Ciencias Agrícolas (Colpos) 

que es una Institución de Educación Superior pública que en siete campus, Campeche, 

Córdoba, Montecillo, Puebla, San Luis Potosí, Tabasco y Veracruz oferta programas de 

posgrado en ciencias y profesionales.  

El Colpos requirió años para consolidar sus esfuerzos, comenzó al adquirir la Certificación 

en Modelo de Equidad de Género (MEG) otorgada por el Instituto Nacional de las 

Mujeres (Inmujeres) en 2006; implementó un proceso que hasta 2009 logró ser eficiente 

para sistematizar cada queja y darle el seguimiento apropiado; hasta lograr desde 2010 

las resoluciones a cada caso logren sanciones vía administrativa, penal y civil. 
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La larga pero favorable experiencia del Colpos debe en gran medida su continuidad y 

éxito a la Red Nacional de Instituciones de Educación superior Caminos para la Igualdad 

de Género (RENIES IGUALDAD ANUIES) de la Asociación Nacional de Universidades e 

Instituciones de Educación Superior (ANUIES) que impulsa esfuerzos institucionales en 

las IES como: 

-La institucionalización y trasversalidad en la perspectiva de género en la estructura 

universitaria. 

-El establecimiento de legislación universitaria (normas, reglamentos y estatutos) donde 

se visibilice, prevenga, atienda y sancione la violencia de género contra las Mujeres. 

-La instalación de centros o programas estudios de género. 

-La recolección de información sobre violencia de género en las Universidades e IES. 

-La incorporación de perspectiva de género y las temáticas sobre violencia, violencia de 

género, y violencia de género contra las Mujeres en los planes de estudios. 

Uno de los más importantes esfuerzos promovidos por la ANUIES fue la integración en 

el 2018 del Observatorio Nacional para la Igualdad de Género en las IES. 

Actualmente en este Observatorio se puede dar seguimiento a la construcción e 

implementación de Protocolos y buenas prácticas, como el Protocolo de El Colegio de 

México para prevenir actos de violencia de género y para atender casos de acoso sexual 

y de hostigamiento sexual publicado en junio del 2019. 

 

DRA. ÚRSULA ZURITA RIVERA, investigadora de la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO), sede académica México.  

 

Síntesis curricular: Doctora en Ciencia Política por la Universidad Nacional Autónoma de 

México (UNAM). 

Desde 2004 es profesora investigadora de tiempo completo de la FLACSO en su sede 

académica México. 

Es coordinadora académica de la Especialidad y la Maestría en Política y Gestión del 

Desarrollo Social. 
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Sus temas de investigación y publicaciones giran en torno a la violencia en las escuelas, 

la participación social en la educación, las políticas educativas, el Derecho a la Educación, 

la educación para la vida democrática, así como el desarrollo e inclusión social. 

Es integrante del Sistema Nacional de Investigadores del CONACYT con el nivel 1. 

 

Ponencia:  

 

La ponente estableció que existen 20 de leyes en las entidades del país que protegen los 

Derechos de la niñez y adolescencia. 

Destacó que la Ley de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes del estado de 

Oaxaca del 16 de diciembre de 2015 y cuya última reforma es del 15 de diciembre del 2017 

es una victoria de alcance histórico en la defensa de los Derechos Humanos. 

Sin embargo, consideró que estas importantes leyes no han tomado en cuenta las 

constantes y recientes reformas que, sobre Perspectiva e Igualdad de Género en 

diversos ámbitos, como el educativo, se han realizado en el ámbito federal y estatal, pues 

no visibilizan la violencia de género contra las Mujeres ni establecen su prevención, 

atención y erradicación en las instituciones de educación básica, media y superior, por lo 

que hay grandes desafíos legislativos para hacerlo. 

Urgió a legislar al respecto porque también en el ámbito escolar se vive la violencia de 

género contra las Mujeres a escalas que hacen mucho daño de las vidas de las víctimas 

pero que también repercuten en todos los ámbitos sociales. 

Establecer las obligaciones de las Instituciones Educativas para prevenir, atender y 

sancionar la violencia de género contra las Mujeres también es una contribución a la Vida 

Democrática de la sociedad. 

Dijo contundente que tales obligaciones deben establecerse desde la conformación de 

las estructuras institucionales de las escuelas hasta sus procesos de enseñanza.  

Admitió que hay leyes estatales que evidencian la violencia, pero sus sanciones se dirigen 

al alumnado, así que hay que preguntarse por qué y replantearlas urgentemente. 

Para establecer las armonizaciones, reformas e iniciativas legislativas necesarias, así 

como los Protocolos en las propias instituciones educativas, invitó a hacer las siguientes 

reflexiones: 
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 Debates públicos con actores diversos son necesarios para incluir todas las 

aristas. 

 Faltan elementos explícitos, con sustentos, con argumentos, para lo que hay que 

hacer el esfuerzo de generar previamente información confiable que permita 

saber el estado de la violencia género y de la violencia de género contra las 

Mujeres en el país y en la entidad. 

 Evitar la criminalización de la juventud basada en estereotipos de género, pues 

las instituciones en sus reglamentos normalmente perpetúan los roles y son 

discriminatorios, versan sobre comportamiento, vestimenta, pero no 

profundizan en las condiciones de vida del alumnado. 

o Incluir la Intersectorialidad, como la que invoca las leyes sobre Derechos 

de Niñez y Adolescencia. 

 Educación Básica con más congruencia frente a la realidad social, que incluya la 

perspectiva de género, la igualdad entre hombres y mujeres, que visibilice la 

violencia de género y además favorecer a las instituciones educativas con 

infraestructura para ello. 

 

 

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO 
 

Datos Generales 

 

Nombre de las moderadoras: Yésica Sánchez Maya y Pilar Muriedas Juárez. 

Nombre de las relatoras: Beatriz Adriana Salazar Rivas y Amira Azucena Cruz Ramírez.   

Universidades que integraron la mesa: Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca 

(UABJO); Instituto de Estudios Superiores de Oaxaca (IESO); Nova Universitas; La Salle 

Oaxaca; Universidad de la Sierra Juárez; Instituto Tecnológico de Oaxaca (ITO); 

Universidad José Vasconcelos (UNIVAS).  

 

Autoridades que integraron la mesa: Dip. Elisa Zepeda Lagunas, Dip. Arcelia López 

Hernández, Dip. Magaly López Domínguez, Dip. Delfina Elizabeth Guzmán Díaz; Centro 

de Estudios de las Mujeres y Paridad de Género del H. Congreso del Estado de Oaxaca 

(CEMPAG); Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres); Fátima González, titular de la 

Instancia Municipal de las Mujeres de San Bartolo Coyotepec; Norma Pineda Martínez, 

Síndica Hacendaria del municipio Huautla de Jiménez. 
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Principales Propuestas 

 

Tema Intervenciones 

a) ¿Qué tipos de 
violencia identifican dentro 
de sus instituciones de 
educación superior y media 
superior? 

Estudiante de la UABJO identifica la violencia digital, 

física, psicológica y cultural (dañan el entorno donde nos 

desarrollamos, ej.: no se imparten clases en lenguas 

maternas). 

Patricia Jiménez Alvarado, Patricia Jiménez Alvarado, 

coordinadora de equidad de género del Instituto de 

Estudios Superiores de Oaxaca A.C.  (IESO) identifica la 

violencia docente, sobre todo contra alumnas que 

expresan ideas en torno a romper roles y estereotipos de 

género.  No hay sensibilización al género. 

Señala que desde la educación básica se debe capacitar, 

sensibilizar en torno al género a las y los profesores. 

En la universidad de la sierra norte: sexual, institucional 

(horizontal y vertical), de género (no aceptación) y 

digital.  

Marycarmen Ortega Bravo de la Red Chimalli destaca el 

desconocimiento de los derechos y de los mecanismos de 

actuación (violencia estructural). 

Yamille Gómez Hernández, Directora de Igualdad y 

Equidad de Género en la UABJO comparte que a violencia 

se ejerce de acuerdo al modelo sociopolítico que se vive 

al interior de la universidad. Discriminación en torno al 

género, las mujeres no están en espacios de toma de 

decisiones, existe racismo, acoso y hostigamiento sexual; 

también hay inseguridad al interior de la universidad; 

violencia sexual. 

Alejandra Gerónimo, de la Defensoría de los Derechos 

Universitarios de la UABJO identifica: acoso y 

hostigamiento de parte de profesores hacia alumnas; 

violencia sexual contra prestadoras de servicio social en 

las comunidades; violencia digital. 

b) ¿Qué medidas tomar 
para prevenir/atender y 
sancionar la violencia de 

Patricia Jiménez Alvarado, Patricia Jiménez Alvarado, 

coordinadora de equidad de género del Instituto de 
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género conta las mujeres al 
interior de las instituciones 
de educación superior y 
media superior? 

Estudios Superiores de Oaxaca A.C.  (IESO) comenta que 

por lo que hace al servicio social, cuando se elaboran los 

convenios con las autoridades se debe garantizar la 

seguridad de las estudiantes. 

También propone que las personas que encabezan las 

instituciones públicas sean personas calificadas para 

ocupar esos espacios, con formación en perspectiva de 

género. 

Generar mecanismos para vincular a los sindicatos para 

que no respalden a violentadores. 

Propone que desde la educación básica se incorpore el 

conocimiento sobre violencia de género, igualdad y 

nuevas masculinidades. 

Nelly Martínez Echartea, coordinadora estatal del 

Comité de América Latina y el Caribe Para la Defensa de 

los Derechos Humanos de las Mujeres (CLADEM) 

propone elaborar normativa interna que imponga 

sanciones ejemplares al profesorado que violente. 

Por lo que hace a la violencia digital propone que se 

informe que se debe acudir a la policía cibernética. 

Referente al tema de la violencia que sufren las 

prestadoras de servicio social, propone que la institución 

genere un programa de acompañamiento. 

Rosa Bertha Simón Sánchez, consultora de Igualdad de 

Género de la Universidad Tecnológica de los Valles 

Centrales de Oaxaca (UTVCO) propone vincular a las 

universitarias, académicas y autoridades a través de un 

protocolo de actuación. Refiere que es importante que 

exista una unidad de género que de acompañamiento y 

seguimiento a los casos para garantizar la imposición y 

ejecución de sanciones. Señala como caso de éxito el 

protocolo de la UAM. 

Gabriela Soledad Joaquín Avendaño, coordinadora de 

Orientación y Desarrollo Educativo de la Universidad La 

Salle Oaxaca propuso reglamentación del servicio social, 

donde se haga visible y se normen los casos de violencia. 
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Mejorar los procesos de reclutamiento de personal y 

crear una red de comunicación con las otras Instituciones 

de Educación Superior para evitar que siga hostigando y 

acosando al estudiantado en otras universidades. 

Generar instancias de atención psicológica para el 

estudiantado y hacer efectivos los espacios con que se 

cuentan, por ejemplo, las áreas de tutoría para prevenir y 

atender casos de violencia. 

Dip. Elisa Zepeda Lagunas señala que es importante 

educar al estudiantado para que desde muy temprana 

edad sepan identificar los tipos de violencia de género.  

Que las y los diputados funjan como replicares de la 

información para prevenir, atender y sancionar cualquier 

tipo de violencia. 

Universidad la Salle: Las universidades deben contar con 

códigos de ética tanto en el ámbito del personal docente 

y administrativo como para el alumnado.  Generar 

comités donde se pueda denunciar y resolver este tipo de 

conflictos. 

Norma Pineda Martínez, Síndica Hacendaria del 

municipio Huautla de Jiménez: Desde las escuelas 

normales (donde se forman los docentes), se debe 

formar y capacitar en temas relacionados con la violencia 

de género. Que las niñas y niños reciban educación con 

perspectiva de género. Propone que en coordinación con 

los ayuntamientos se lleven cursos y talleres a todos los 

niveles educativos, incluso en las reuniones de consejos 

técnicos. 

Yamille Gómez Hernández, Directora de Igualdad y 

Equidad de Género en la UABJO propone que en el plan 

de desarrollo institucional se incorporen los temas 

relativos a la prevención y atención de la violencia por 

razón de género.  Asimismo, propone que las o los 

titulares de las unidades de género sea personal 

profesionalizado. 

Señala que en la UABJO se han implementado campañas 

para difundir información, tales como los violentómetros.  
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Se deben fortalecer los vínculos interinstitucionales para 

prevenir y atender los casos de violencia.  Señala que es 

fundamental que se implementen manuales y protocolos 

que reconozcan el eje del género como primordial, que 

se utilice lenguaje incluyente y se elaboren estadísticas 

desagregadas por sexo y la no revictimización. 

Pilar Muriedas Juárez, Consorcio Oaxaca propone la 

implementación de alertas de violencia de género al 

interior de las universidades de acuerdo a los datos con 

que se cuente, en las áreas detectadas; además sugiere 

que el Congreso destine presupuesto para la atención de 

la violencia de género en las universidades. 

Yésica Sánchez Maya, Consorcio Oaxaca destaca 

comentarios de las participantes que sugiere se deben 

retomar (reclutamiento del personal, vinculación con la 

policía cibernética, implementación de protocolos o 

lineamientos para la atención de casos de acoso u 

hostigamiento y proceso de revisión del andamiaje 

universitario desde el presupuesto hasta los programas 

de estudio. 

Representante de SUNEO propone que se generen 

vínculos más directos con el rector o las vicerrectoras 

para que se realicen mecanismos de atención de los casos 

de violencia contra las mujeres.  

Feliciano Marín, promotor cultural sugiere que el arte 

puede ser utilizado como un instrumento para erradicar 

la violencia, así mismo, generar campañas en lenguas 

maternas para difundir conceptos como violencia de 

género, feminicidio y otros tópicos que visibilicen en las 

comunidades. 

c) ¿Qué pueden aportar las 

instituciones de educación 

superior y media superior 

para incidir en la sociedad a 

favor de una vida sin 

violencia para las mujeres?  

Gabriela Soledad Joaquín Avendaño de la Universidad La 

Salle Oaxaca propone que haya vinculación entre las 

universidades y salir a las primarias y secundarias a 

difundir la información. 

Estudiante de la UABJO propone realización de foros 

dirigidos a hombres y generar convenios de cooperación 

o colaboración entre universidades. 
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Yamille Gómez Hernández, Directora de Igualdad y 

Equidad de Género en la UABJO considera que la 

universidad debe generar vínculos directos con las 

instituciones para implementar acciones para que las 

universidades impartan formación y capacitación en 

escuelas de otros niveles educativos. 

También sugiere firmar convenios con los municipios y 

autoridades del gobierno del estado para la canalización 

de los casos, sin que la autoridad universitaria pierda el 

contacto y seguimiento de los mismos. 

Amelia, sociedad civil pide que se dé seguimiento a las 

propuestas surgidas de este foro y del Primer Congreso 

de Mujeres Oaxaqueñas. Señala que es importantísimo 

educar para prevenir y utilizar las redes sociales para 

replicar las cosas positivas en torno a la igualdad. 

d) ¿Qué propuestas 

plantear al Congreso del 

Estado para fortalecer las 

estrategias abordadas en 

los puntos anteriores? 

Patricia Jiménez Alvarado, Patricia Jiménez Alvarado, 

coordinadora de equidad de género del Instituto de 

Estudios Superiores de Oaxaca A.C.  (IESO) propone que 

se implemente un equipo interuniversitario y que en las 

leyes de educación se establezca la obligatoriedad de 

planes y programas con perspectiva de género. 

Educación como elemento transformador para erradicar 

la violencia de género en todos los niveles educativos, 

sobre todo en formadores de docentes, tomando como 

elemento detonador las artes. 

Norma Pineda Martínez, Síndica Hacendaria del 

municipio Huautla de Jiménez opina que el Congreso 

tenga vinculación entre las universidades y las 

autoridades municipales para permear en las 

universidades. Ampliación y etiquetación de los recursos 

para las instancias de las mujeres. 

Feliciano Marín, promotor cultural propone que la 

declaratoria de AVG se incluya el tema de la igualdad y la 

paz. Propone que las y los diputados sean replicadores de 

la información relacionada con la violencia de género de 

manera pertinente y adecuada culturalmente, de 

acuerdo al núcleo cultural que representa. 
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Implementar presupuesto para la difusión de los 

derechos de las mujeres y la violencia de género.   

Exhorto a los hombres, desde la tribuna, para sensibilizar 

y se integren a los procesos de capacitación y formación.   

José Luis Rodríguez, organización civil, que se generen 

leyes en las que prevalezca el principio de igualdad. 

Pilar Muriedas Juárez, Consorcio Oaxaca, propone no 

dar presupuesto público a las universidades si no cuentan 

con protocolos y lineamientos para promover la igualdad 

de género y prevenir y atender la violencia en razón de 

género. 

 

 

 

Conclusiones de las ponentes en la Mesa de Trabajo 

 

La Dra. Úrsula Zurita Rivera propone que CONACYT o los consejos estatales exijan 

información a las universidades sobre los casos de violencia de género, lo mismo se 

puede hacer desde la SEP y el IEEPO; asimismo sugiere que en las agendas de las 

universidades debe haber acciones de prevención, atención y sanción de la violencia y de 

la violencia por razón de género. 

 

Por su parte, la Dra. Nelly Rosa Caro Luján propone que las universidades generen redes 

para potenciar su trabajo en la eliminación de la violencia.  También propone que se 

implementen acciones que potencien los mensajes de igualdad y erradicación de la 

violencia, sugiere ferias de paz, carteles en diversas lenguas, spots de radio, entre otras.  

 

En su intervención, la Dra. Nélyda Solana Villanueva propuso que desde el Congreso se 

articule una red local como la Red Nacional de Equidad de Género en las Instituciones de 

Educación Superior (RENIES); así mismo sugiere que desde la cuenta pública se debe 

fiscalizar a las universidades para garantizar que el recurso esté llegando a donde debe 

ir; también propone espacios y grupos de solidaridad y empáticos que profesionalicen a 

quienes van a educar a otras personas y señala que las universidades deben incluir al 

género en la currícula. 
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ANEXOS 

PONENCIAS COMPLETAS 

 

DRA. NELLY ROSA CARO LUJÁN, investigadora del Seminario Académico Población, 
Cultura y Sociedad, en El Colegio Mexiquense.  
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LCDA. LIZBETH LUGO HERNÁNDEZ, titular de la Fiscalía Especializada en violencia 
contra la Mujer y por razones de género del Estado de Quintana Roo. 
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DRA. NÉLYDA SOLANA VILLANUEVA, investigadora de la transversalidad de espacio y 
género, Colegio de Postgraduados.  
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DRA. ÚRSULA ZURITA RIVERA, investigadora de la Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales (FLACSO), sede académica México.  
 

Conversatorio Universidades por la Erradicación de la Violencia de Género 

Oaxaca, Oax 16 de diciembre de 2019. 

 

Avances y desafíos en materia legislativa para la prevención de la violencia en las 

instituciones educativas de nivel medio superior y superior en México 

Ursula Zurita Rivera1 

 

En México y otros países del mundo, como lo ejemplifican a cabalidad buena parte de los 

países latinoamericanos, los últimos años han sido el escenario de la formulación e 

implementación de múltiples acciones para la prevención, atención y eliminación de la 

violencia en las instituciones educativas de diferentes niveles. Sin duda, la atención 

comenzó en el nivel básico y paulatinamente se ha extendido a los niveles medio superior 

y superior. En estas experiencias parecen encontrarse esfuerzos emprendidos por 

diversos actores que desde años atrás han promovido la educación para, en y desde los 

derechos humanos, la educación para la vida democrática, la defensa y garantía de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes, la erradicación de violencia de género, en 

contra de las mujeres o, en general, hacia niñas, niños y adolescentes.  

Si bien múltiples temas en torno a la violencia son preocupaciones y ocupaciones 

compartidas por numerosos actores, en nuestros días observamos que si bien en 

términos legislativos, de políticas públicas así como de luchas sociales y políticas, en 

México se pueden advertir avances notorios, todavía hay un enorme camino frente a 

todos nosotros para vivir en una sociedad donde la defensa y promoción de los derechos 

humanos sea, no una demanda permanente, sino una realidad en todos los espacios 

públicos y privados donde se desenvuelve nuestra vida cotidiana. 

Una de las expresiones más relevantes de la “explosión” en la vida pública que ha 

experimentado la violencia escolar en México, es que hoy existen alrededor de una 

treintena de leyes en materia de seguridad, acoso, violencia y convivencia escolar 

aprobadas en casi la totalidad de entidades del país. Una primera lectura de las leyes 

muestra que una parte importante de ellas se orientaron a la promoción de la seguridad 

escolar y básicamente son aquellas que surgieron en los años iniciales en que inició la 

implementación del Programa Escuela Segura, el cual formaba parte de la Estrategia 

Limpiemos México que Felipe Calderón impulsó durante su gestión presidencial (2006-

2012). Después, se aprobaron leyes estatales dirigidas a la prevención, atención y 

                                                
1 Profesora-investigadora de tiempo completo de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales sede 

académica México uzurita@flacso.edu.mx  
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eliminación del acoso y violencia escolar, lo cual fue una expresión concreta de la 

incorporación del “acoso escolar” en la agenda pública e, incluso, en el vocabulario 

cotidiano, especialmente en su versión en inglés: bullying. Así, se cuenta con más de 30 

leyes en las entidades dirigidas a impulsar la prevención, atención y eliminación del acoso 

y la violencia o bien a promover la convivencia libre de violencia en los espacios 

escolares.2 En algunas entidades esto ha derivado en Protocolos de Actuación que 

sumados a la creación de Marcos Locales para la Convivencia Escolar fomentados por la 

Autoridad Educativa Federal y Estatal y combinados con un marco legislativo denso, 

aunque todavía insuficiente, han configurado un conjunto diverso y heterogéneo de 

instrumentos legales que suelen emplearse para sustentar acciones para prevenir, 

atender y eliminar la violencia en las escuelas mexicanas; cuyos resultados no son los 

deseados.  

Las razones son muchas pero entre ellas sobresalen las siguientes: Estas leyes, al 

pretender garantizar la seguridad y convivencia libre de violencia, hacen referencia a un 

ámbito complejo: la escuela. La escuela, en tanto institución moderna, está conformada 

por objetivos, elementos y recursos de distinta naturaleza que en su totalidad, se erigen 

como ingredientes imprescindibles para los procesos de enseñanza y aprendizaje que 

ahí ocurren cotidianamente. Ahora bien, no se puede aprecias el alcance, magnitud e 

impacto de las leyes que podrían llegar a tener en la gestión escolar si no se recuerda 

que las escuelas están conformadas de aspectos tales como el espacio en que se ubican, 

la infraestructura, los recursos materiales con los cuentan, los alumnos, docentes y 

directores que a ellas acuden diariamente en un horario establecido durante un ciclo 

escolar; también están constituidas por las reglas que las norman, las políticas y los 

programas que hacia ellas se dirigen, los planes y programas de estudio que estructuran 

la enseñanza, el currículo que orienta el aprendizaje como por las modalidades de 

gestión escolar. Las escuelas tienen dinámicas institucionales y culturas propias que 

reflejan esos complejos procesos de (re)producción incesante de percepciones, 

prácticas, comportamientos, identidades, disposiciones, valores y representaciones que 

se manifiestan en discursos y acciones concretas por parte de sus integrantes.  

Al examinar las leyes estatales en materia de seguridad, acoso, violencia y convivencia 

escolar desde esta perspectiva, se advierten deficiencias comunes entre las que 

destacan el desconocimiento del diseño organizacional y funcionamiento del sistema 

                                                
2 Las entidades que no tienen leyes aprobadas en esta materia pero tienen adiciones y reformas en las Leyes 

Estatales de Educación para prevenir, atender y erradicar la violencia y/o acoso escolar. Asimismo, cabe 

mencionar que Tamaulipas y Baja California son casos singulares porque aprobaron primero leyes en Seguridad 

Escolar en 2008 y 2012, respectivamente; y unos años más tarde (2013 y 2014) promulgaron en cada entidad 

leyes para prevenir la violencia escolar. Asimismo, Oaxaca tiene dos leyes: la LEY CONTRA LA VIOLENCIA 

Y ACOSO ENTRE IGUALES PARA EL ESTADO DE OAXACA (publicada en 2014) y la LEY PARA LA 

PREVENCIÓN Y EL TRATAMIENTO DEL ACOSO ESCOLAR EN EL ESTADO DE OAXACA (2013). 
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educativo y las escuelas, y, de manera acentuada, las responsabilidades que tienen las 

autoridades educativas, directores y docentes frente a los fenómenos de interés. 

Tampoco se tomaron en cuenta los cambios impulsados por las reformas en educación 

media superior y educación básica, por ejemplo y que están vinculados con la prevención 

de la violencia y el impulso de la convivencia no violenta.  

La lectura de las leyes conlleva a preguntarse diversas cuestiones, entre ellas por qué se 

decidió definir al acoso escolar entre pares como el principal problema de violencia de 

las escuelas mexicanas, ignorando o soslayando otro de tipo de violencia entre el 

alumnado o, bien, entre los otros integrantes de las comunidades escolares. A ello se 

agregan otras preguntas acerca de la consistencia y coherencia entre esas leyes que 

buscan impulsar la convivencia libre de violencia escolar a la vez que establecen un 

conjunto de medidas para sancionar las conductas o comportamientos no permitidos. 

Asimismo, hay leyes que aunque se dirigen a la prevención y eliminación de cualquier 

tipo de violencia cometida entre los diversos integrantes de las comunidades escolares, 

sus medidas de sanción se dirigen fundamentalmente hacia las y los alumnos. Más dudas 

surgen cuando se observan leyes cuya existencia se justifica por el incremento de la 

violencia social, pero se dirigen a las expresiones violentas cara a cara entre los 

estudiantes sin que las otras dimensiones institucionales, culturales y estructurales que 

inciden en la emergencia y despliegue de dichas expresiones sean objeto de alguna 

acción. Todavía menos las leyes consideran al sistema educativo, las normas escolares 

formales e informales, sus procesos autoritarios, parciales, subjetivos y discrecionales de 

construcción, difusión y aplicación como una fuente importante de la producción y 

reproducción cotidiana de varias expresiones de la violencia en las escuelas mexicanas. 

Otras preguntas tienen que ver con la conveniencia y pertinencia de la asignación de 

diversas responsabilidades para prevenir o eliminar el acoso y la violencia escolar a una 

gama de actores que no sólo son educativos ni únicamente gubernamentales. Sin duda, 

numerosas preguntas emergen cuando se piensa en que estas leyes se resistieron a 

reconocer la violencia docente a pesar de que esta quedó reconocida en la Ley General 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia años atrás. 

Frente a un escenario como éste, conviene reflexionar sobre algunos puntos. En primer 

lugar, la promulgación de leyes dirigidas a la seguridad escolar, a la prevención y 

eliminación del acoso y la violencia escolar o, bien, a la promoción de la convivencia libre 

de violencia representa un paso que a partir de las luchas sociales y políticas a favor del 

respecto y garantía de los derechos humanos, especialmente de niñas, niños y 

adolescentes como también de las mujeres, representa, según organismos regionales 

como el Instituto Interamericano de Derechos Humanos o la Campaña Latinoamericana 

por el Derecho a la Educación, una victoria de alcance histórico. Sin embargo, esta 
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victoria se desvanece cuando se lee el contenido de las leyes. Las razones son muchas, 

pero entre las más sobresalientes se encuentra la utilización de eufemismos, la 

sustitución de términos negativos por otros positivos con lo cual no solo no se le da 

coherencia, consistencia y pertinencia a las leyes, sino que se agrega confusión, se reitera 

la ignorancia sobre los fenómenos escolares a los que se dirigen y se confirma la 

superficialidad con que se abordan y toman decisiones que, de ser implementadas, 

afectarían en no pocos casos los derechos de las niñas, niños y adolescentes como 

también los derechos y obligaciones de los otros integrantes de las escuelas.  

En segundo lugar, preocupa que la elaboración de leyes partió sin la organización previa 

de consultas, diálogos y debates públicos, participativos y democráticos entre diversos 

actores -en muchos casos ni siquiera con las autoridades educativas- lo cual provocó 

tener leyes que están al margen de otras acciones institucionales de diferente escala, 

emprendidas por otros actores que incluyen desde programas públicos, proyectos 

locales, observatorios civiles, estrategias de intervenciones hasta transformaciones de 

primer orden emprendidas más allá del sector educativo como la reforma constitucional 

en materia de derechos humanos del 2011, por ejemplo.  

En tercer lugar, así como las políticas educativas implican una construcción social de la 

noción violencia escolar y de las maneras en que ésta se debe abordar, enfrentar, prevenir 

y erradicar, según algunos de los principales expertos (por ejemplo, Eric Debarbieux), las 

leyes sobre seguridad, acoso, violencia y convivencia escolar también construyen 

realidades. Pero las leyes mexicanas hacen esta construcción con referentes que no son 

explícitos, con discursos contradictorios sobre las causas y efectos múltiples de la 

violencia y sin sustento en datos e investigaciones confiables no sólo porque sus autores 

al parecer no las conocen sino porque hasta ahora no hay información disponible en 

México que nos permita saber cómo la violencia escolar ha evolucionado en los últimos 

años para decir que por lo que es imposible decir que aumentó, que es mayor en cierto 

tipo de contextos geográficos o que es más acentuada en ciertos niveles educativos 

respecto a otros. Basta recordar que las encuestas que han sido levantadas (por ejemplo, 

Disciplina, violencia y consumo de sustancias nocivas a la salud en escuelas primarias y 

secundarias de México del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación; Encuesta 

Nacional de Exclusión, Intolerancia y Violencia en Escuelas Públicas de Educación Media 

Superior, a cargo de la Subsecretaria de Educación Media Superior, SEP; Informe Nacional 

sobre Violencia de Género en la Educación Básica en México, realizado por la SEP-UNICEF; 

entre otras) han tenido tales características conceptuales, metodológicas y técnicas que 

impiden responder estas cuestiones (Zurita, 2019).  

En cuarto lugar, siguiendo una tendencia importante en el ámbito académico e 

institucional vigente en nuestro país, las leyes parecen partir del supuesto de que el 
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aumento de la violencia escolar se debe a que las escuelas carecen de normas o que las 

normas existentes no contribuyen a prevenirla y erradicarla. Por ello, es entendible, en 

cierto sentido, que años atrás, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y en los 

Congresos Locales haya prosperado la convicción acerca de la necesidad de contar con 

leyes específicas mediante las cuales se “asegurase” la atención con la colaboración 

entre actores de diferente escala y con responsabilidades diferentes en la educación, el 

sistema educativo y las escuelas en torno a la violencia escolar. Sin embargo, como lo 

saben quienes han investigado la disciplina y gestión escolar desde décadas atrás, las 

escuelas cuentan con una sobre regulación y, en particular hay un amplio conjunto de 

normas, no necesariamente formales ni escritas, destinadas en su gran mayoría a 

cuestiones vinculadas con la vestimenta, higiene, apariencia, control y orden escolar, que 

suelen ser contradictorias para la prevención, atención y eliminación de la violencia; o, 

bien, que pueden reproducir pautas culturales de género que perpetúan expresiones de 

violencia hacia las mujeres. 

Finalmente, la promulgación de estas leyes no es ni el inicio ni la finalización de procesos 

de formulación de políticas públicas. En realidad, la situación es más compleja ya que su 

origen parece no haber estado articulado a las acciones institucionales de largo aliento 

ni parece haber sido una respuesta a los compromisos del Estado mexicano derivados 

de su adhesión a la Convención sobre los Derechos del Niño, o de su adhesión a la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

o, en general, los derechos humanos.  

Ahora, de las más de 30 leyes en las entidades que no están en sintonía con la reforma 

constitucional en materia de derechos humanos del 2011 donde según el artículo 2 “todas 

las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios 

de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad”. Estas leyes debían 

estar armonizadas con el derecho a la educación reconocido tanto en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos como en la Ley General de Educación y con la 

Ley General de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.  

Esto implica, por tanto, que apremia comenzar a formular acciones para la articulación 

legislativa y, en un sentido amplio, normativa dentro y fuera del sistema educativo donde 

se toman decisiones relevantes en materia de violencia en las escuelas mexicanas (Zurita, 

2013). Esta articulación tendría que ser construida a través de una colaboración amplia, 

pública y democrática fundamentada sobre cimientos firmes, con diagnósticos e 

información confiable, con la recuperación crítica del conocimiento y experiencias 

acumuladas en los últimos años y, sin duda, garantizando el reconocimiento y respeto 

de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en tanto sujetos de derecho y con los 
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derechos que tienen a una vida libre de violencia, a la integridad personal, así como a la 

participación (Fracc. VIII y XV, artículo 13, LGDNNA). 

Asimismo se debe tener presente en todo momento que dentro de las responsabilidades 

que le corresponden al Estado mexicano, la LGDNNA planteó la intersectorialidad como 

el paradigma en la formulación de las políticas públicas en esta materia. Ello está 

sostenido, a su vez, por la naturaleza del problema, sus causas y efectos; por la asunción 

de que este problema sólo podrá ser atendido si se hace de forma integral; y porque se 

solución implica “la transformación de los servicios públicos de un modo que propendan 

a un cambio integral en los sujetos sociales mismos” (Cunill, 2014: 16). La LGNNA invoca 

la intersectorialidad y, en consecuencia, una gestión intersectorial que sin ella sería 

imposible la consecución de sus objetivos. En particular, el artículo 59 de dicha Ley 

establece que “las autoridades competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para 

propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las 

instituciones educativas, en el que se fomente la convivencia armónica y el desarrollo 

integral de niñas, niños y adolescentes” Para ello, se puntualiza en la Fracción I del mismo 

artículo que: “las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de 

las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, y las instituciones académicas se coordinarán incluyendo la creación de 

mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes ejerzan la patria 

potestad o tutela …[para] diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, 

contención, prevención y erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus 

manifestaciones, que contemplen la participación de los sectores público, privado y 

social, así como indicadores y mecanismos de seguimiento, evaluación y vigilancia” 

(LGDNNA).  

Llevar a cabo estas encomiendas plantea numerosos retos pues hoy está ampliamente 

documentado que cuando se habla de coordinación en una política intersectorial esto 

significa mucho más que la participación de varios actores en torno a un objetivo 

compartido durante un periodo y en un contexto determinados. En este sentido, 

establecer con claridad quiénes toman parte en ese proceso de integración, cómo, desde 

dónde y con qué lo hacen es fundamental para prever situaciones que expresan graves 

problemas en torno “la trama de relaciones de poder, relaciones sociales y rutinas 

institucionales” (Villalta y Llobet, 2015: 179), que se ven interpeladas cuando diversos 

actores reclaman para sí la legitimidad para intervenir en un asunto público, como 

sucede en el abordaje de la violencia en las escuelas mexicanas, y todavía más cuando 

esa exigencia está sustentada en un instrumento jurídico de gran estatus como es una 

Ley General. Una cuestión adicional que puede producir tensiones y por ello habría que 

tomar en cuenta también como punto de partida es que el Estado mexicano no 
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constituye un ente homogéneo ni compacto que se comporte de forma lineal a partir de 

una sola orientación. De aquí que la atención a la violencia se va configurando desde las 

negociaciones y disputas basadas en interpretaciones y prácticas institucionales propias 

de las diversas entidades y niveles gobierno que están involucrados en esta tarea 

atención.  

Antes de concluir, conviene poner especial atención en los retos que de manera urgente 

se tendrían que reconocer en los niveles educativos de media superior y superior en 

nuestro país y, sin duda, de una entidad como Oaxaca. Se puede sustentar que en 

educación básica a diferencia de esos dos niveles, las acciones han tenido mayor 

congruencia pues se han emprendido con un marco legislativo y normativo más 

compacto, con programas federales y estatales basadas en orientaciones generales 

comunes (desde Escuela Segura hasta (2008-2012) el Programa Nacional de Convivencia 

Escolar (2013-2018), los Marcos de Convivencia Escolar, entre otras iniciativas); que se ha 

visto favorecida con una estructura organizacional, curricular y normativa más 

homogénea. Si bien, se puede decir que las investigaciones y las intervenciones corren 

por caminos paralelos y, a veces muy distantes entre sí, como también lo hacen el trabajo 

legislativo, el trabajo académico y el trabajo de las organizaciones civiles; no hay duda de 

que hay mayor investigaciones e intervenciones emprendidas en educación básica; a 

diferencia de lo que ocurre en nivel medio superior y aún más acentuado en nivel 

superior. 

En contraste, en educación media superior y educación superior las políticas, programas 

y acciones dirigidas a la prevención, atención y eliminación de la violencia en sus escuelas, 

provinieron de otras fuentes. Una de las más importantes ha sido la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Si bien esta Ley ha tenido un impacto 

notorio en el desempeño de diversas áreas de gobierno y secretarías de estado, conviene 

destacar que en el ámbito educativo posee efectos relevantes. En este sentido, el 

impacto ha sido especial en cada uno de los niveles de educación. Por ejemplo, en 

educación básica se cuenta con el Programa Equidad de Género y Prevención de la 

Violencia en Primaria (Leñero, 2010). Sin embargo, desde hace años se han identificado 

mayores retos en los niveles educativos de media superior y superior. 

En este contexto, la Academia Mexicana de Derechos Humanos emprendió en el 2011 un 

Estado del arte de los mecanismos de atención para prevenir, atender, sancionar y erradicar 

la violencia de género en la educación media superior existentes de la República Mexicana 

(2011b). Este estudio reveló diversos hechos muy preocupantes desde aquellos años. Por 

ejemplo, esta investigación encontró que la normatividad en aquel tiempo vigente, de 

observancia obligatoria en general era desconocida por las/los docentes; los términos 

utilizados en su redacción eran, en muchos casos, ambiguos y subjetivos o, bien, eran 
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términos obsoletos. Aunado a ello, la normatividad, aunque vigente en materia de 

atención en caso de violencia en los establecimientos, no producía los efectos deseados. 

Se advirtió un profundo desconocimiento, falta de difusión de la normatividad y, por 

ende, carencia de iniciativas en la materia en las escuelas de nivel media superior. Como 

se puede advertir, los resultados del Diagnóstico elaborado por la AMDH, revelaron un 

panorama muy grave pues en esos años no existía ni una normativa eficiente ni un 

modelo de atención para las víctimas de la violencia en el ámbito escolar, a pesar de que 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en su artículo 45 

inciso VIII, estableció como responsabilidad de la SEP: “Formular y aplicar programas que 

permitan la detección temprana de los problemas de violencia contra las mujeres en los 

centros educativos, para que se dé una primera respuesta urgente a las alumnas que 

sufren algún tipo de violencia”.  

En estudios posteriores realizados también por la Academia Mexicana de Derechos 

Humanos (2011b), se identificó que aunque hubo ciertos avances, predominaba todavía 

una situación poco favorable para los objetivos establecidos en la Ley General de Acceso 

a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Por ejemplo, era evidente que entre múltiples 

gobiernos de las entidades federativas había desconocimiento o, en el mejor de los 

casos, confusión y desorganización de la información existente respecto a las tareas que 

habían emprendido y, sobre todo, de aquellas que debían emprender para implementar 

las indicaciones establecidas en dicha Ley. Las Secretarías e Instituciones de Educación 

Media Superior consultadas señalaron que los programas que operaban con contenidos 

relacionados con dicha Ley eran: Construye T, El Plan Maestro Orientación Educativa, El 

Programa para el Combate a la Violencia contra la Mujer y Equidad de Género en el Nivel 

Medio Superior, y el Programa de Tutorías. Los temas más socorridos para prevenir a las 

y los alumnos de las situaciones de riesgo tenían que ver con valores, derechos humanos, 

violencia en el noviazgo, diversidad, adicciones, entre otros. En algunas entidades, sus 

respectivas instituciones educativas abordaban el tema del acoso escolar entre pares 

mediante la capacitación. Algunas más señalaron que habían publicado diversos 

materiales para promover la prevención de adicciones y valores como el aprecio a la 

diversidad, la democracia, la igualdad y los derechos.  

Sin embargo, sobresalió en esos años que la gran mayoría de las instituciones y 

secretarías no proporcionaron información o la que dieron no era específica respecto al 

tipo de violaciones que las y los alumnos habían vivido dentro de las escuelas de 

educación media superior. Asimismo en aquellos años en la mayor parte de estas 

instituciones había problemas de registro respecto al número y tipo de quejas, 

denuncias, mecanismos y medidas para el seguimiento de casos de hostigamiento, acoso 

y violación en los planteles educativos de dicho nivel.  
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Esa investigación reveló que en buena parte de las entidades y a nivel federal, el 

bullying, el acoso sexual y el hostigamiento sexual no fueron atendidos ni concebidos 

como un problema público. Lejos de ello, continuaron siendo vistos como asuntos 

individuales y aislados. De esta forma, las autoridades educativas de los diferentes 

órdenes de gobierno solían oponerse a reconocer que tenían frente a sí una 

problemática social que como tal, debía ser objeto de múltiples medidas para su 

prevención, atención y eliminación. 

Antes de concluir, conviene detenerse en la LEY CONTRA LA VIOLENCIA Y ACOSO ENTRE 

IGUALES PARA EL ESTADO DE OAXACA (publicada en 2014) porque puede ser concebida 

como un referente importante para el diseño de protocolos de actuación para la 

erradicación de la violencia de género en las instituciones de educación media superior y 

superior. Por ejemplo, si bien se refiere en primer lugar a la violencia y acoso entre iguales 

también se reconoce la violencia docente. Asimismo, parte de nociones de violencia y 

acoso que en general son acordes con los principios de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia; se reconoce a los diferentes sujetos involucrados 

(y sus características personales, escolares y familiares) así como las múltiples causas y 

efectos en distintos niveles y ámbitos de los actos de violencia escolar que expresan la 

complejidad del fenómeno; se indican diferentes acciones para la prevención, atención 

y eliminación de la violencia en las escuelas que rebasan las iniciativas tradicionales 

concentradas solo en hechos específicos; se reconoce la participación de múltiples 

actores, entre ellos el estudiantado, en la creación de reglamentos, planes y programas 

de convivencia escolar; se estipulan medidas para la prevención de la violencia así como 

para la promoción de la convivencia libre de violencia; se señalan actos en el espacio 

escolar y fuera de éste que propician la violencia en las escuelas y la violencia de género 

que deben ser identificados, prevenidos y eventualmente eliminados o sometidos a una 

reflexión y acción de las autoridades educativas, las autoridades gubernamentales, los 

organismos civiles, la iniciativa privada, los medios de comunicación, entre otros; se 

establecen acciones para el reconocimiento de instituciones educativas, estudiantes y 

miembros de las comunidades escolares que emprendan acciones relevantes para gozar 

de una convivencia libre de violencia, se establecen lineamientos para la creación de 

procedimientos para la sensibilización, atención, denuncia, corrección, sanción, 

reparación e indemnización de la violencia escolar y, también de género; entre muchas 

otras acciones.  

Por último, hasta hoy ha sido difícil implementar acciones dentro de las instituciones de 

educación media superior y superior para la prevención, atención y eliminación de la 

violencia escolar. En especial, poco presentes han sido los esfuerzos por parte de las 

instituciones de educación superior para emprender acciones hacia fuera de sí mismas, 
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como por ejemplo a partir de la formación de jóvenes profesionistas de diversas 

disciplinas y campos de conocimiento con el propósito de que tengan las capacidades 

necesarias para construir, fortalecer y disfrutar ambientes libres de violencia y de 

violencia de género en donde ellas y ellos se desenvuelven diariamente, es decir no sólo 

en los espacios escolares donde su formación transcurre; o, bien, de espacios familiares 

con sus seres queridos; sino también en los espacios laborales donde ejercen su 

profesión y establecen relaciones con hombres y mujeres que también deberían ser 

libres de violencia. Tampoco se han aprovechado a cabalidad las enormes posibilidades 

que poseen las universidades e instituciones de educación superior para impulsar 

acciones de investigación e intervención con perspectivas interdisciplinarias de la 

violencia en las escuelas al contar con estudiantes y especialistas que puedan analizar e 

intervenir no sólo en las políticas educativas, la pedagogía o la psicología. Con ello, se ha 

mostrado que la violencia escolar es un problema social en las sociedades 

contemporáneas cuyos alcances, implicaciones y efectos rebasan a las escuelas y todos 

los sistemas educativos (Brown y Munn, 2008). Por lo tanto, es apremiante aprovechar 

todos los esfuerzos que pueden ser emprendidos por una multiplicidad de actores de 

diferente escala. 

Desde una perspectiva más amplia, las acciones gubernamentales dirigidas a la 

convivencia, la seguridad y la violencia reproducen varias de las debilidades y problemas 

que exhiben el diseño, implementación y evaluación de políticas y programas públicos 

de desarrollo social en donde, según un informe publicado por el Consejo Nacional de 

Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL, 2012), hay confusión conceptual 

e institucional respecto a los problemas públicos que se desean abatir, resarcir o prevenir 

a la vez que la hay acerca de sus causas, consecuencias, definición, registro, medición y 

análisis. Sin duda, la heterogeneidad y complejidad organizacional y normativa de los 

sistemas educativos de nivel medio superior y superior dificultan en un primer momento 

las acciones de política educativa en materia de prevención, atención y eliminación del 

acoso y la violencia en las escuelas.3 Pero lo que hoy por hoy resulta impostergable es 

que la formulación e implementación de diversas políticas, programas o acciones 

continúen disociadas de los principios de derechos humanos y del enfoque de género 

que exigen no solo los diferentes compromisos del Estado Mexicano y de las 

                                                
3 Por ejemplo, a diferencia de la educación básica, que ha tenido un funcionamiento y organización centralizado, 

la educación media superior en México no contó con una rectoría federal que coordinara los distintos sistemas 

educativos estatales o definiera y aplicara un currículo único o incluso un calendario común. Se fue 

construyendo con reglas de operación distintas para cada opción educativa con las consecuencias naturales de 

un funcionamiento desarticulado y la ausencia de un organismo que asumiera la responsabilidad de vigilar su 

operación y de dar seguimiento a la calidad de la educación que se impartía. 
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obligaciones que poseen las autoridades educativas federales y estatales, sino la 

sociedad mexicana. 
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